Santiago, veintidós de marzo de dos mil doce.

VISTOS:

Se reproduce la sentencia en alzada, de la cual, en el considerando décimo quinto, se sustituye el nombre “Alejandro Francisco Astudillo Adonis” por “Fernando Rafael Mauricio Rojas Tapia”,

En el considerando vigésimo segundo, inciso segundo, parte final, se sustituye “el tribunal no aplicará la pena en su grado máximo”, por “el tribunal aplicará la pena en su grado medio”.  

En lo resolutivo, punto V, se sustituye el guarismo” $ 30.000.00,” por “$ 30.000.000”.-

Y TENIENDO ADEMAS PRESENTE:

I.- EN CUANTO AL RECURSO DE CASACION EN LA FORMA INTERPUESTO POR EL CONDENADO ENRIQUE ERASMO SANDOVAL ARANCIBIA DE FOJAS 1490
1.-  Que la causal invocada, esto es, no haber sido extendida la sentencia en la forma dispuesta por la ley, causal contemplada en el artículo 541 Nº 9 del Código de Procedimiento Penal, referida a los números 4 y 5 del artículo 500 del mismo cuerpo legal, no es posible observarla en el presente fallo, ya que en los numerosos considerandos del mismo, se exponen las razones en cuya virtud se dieron por probados los hechos atribuidos a los procesados, como asimismo las disposiciones legales que sirvieron para calificar el delito y sus circunstancias, por lo cual resulta fácil constatar la inexistencia de la causal invocada.

2.-  Que se ha alegado en el presente recurso de casación en la forma, como sustento del mismo, el hecho que el sentenciador no haya acogido las pretensiones del recurrente, lo que no es causal de casación en la forma, sino que de apelación, por lo que tales argumentos podrán ser considerados en dicha sede pero no en el presente recurso de casación.

3.- Que la alegación de  no haberse acogido en la sentencia recurrida  la atenuante del Nº 6 del artículo 11 del Código Penal, esto es, la irreprochable conducta anterior, como la denominada obediencia debida o forzada contenida en los artículos 211 y 214 del Código de Justicia Militar y la media prescripción señalada en el artículo 103 del Código Penal, son todas alegaciones que si bien habilitan para alzarse contra el fallo por la vía de la apelación, en ningún caso configuran la causal de no haber sido extendida la sentencia en la forma dispuesta por la ley, por lo que el presente recurso de casación en la forma no podrá prosperar, conforme se dispondrá en lo resolutivo del presente fallo.

II.- EN CUANTO AL RECURSO DE CASACION EN LA FORMA INTERPUESTO POR  EL CONDENADO ALEJANDRO FRANCISCO ASTUDILLO ADONIS DE FOJAS 1494 

4.- Que, la causal invocada,  cual es haber sido dictada la sentencia en oposición a otra sentencia criminal pasada en autoridad de cosa juzgada, contemplada en el artículo 541 Nº 11 del Código de Procedimiento Penal, no se observa en el fallo recurrido, donde, particularmente en el considerando décimo noveno el sentenciador explica detalladamente el porqué rechaza tal alegación, señalando que en los autos rol 829-81  del Segundo Juzgado Militar de Santiago, se sobreseyó definitivamente por prescripción, pero nunca la investigación se dirigió en contra de una persona determinada, por lo que no se da la triple identidad que exige la institución procesal de la cosa juzgada.

5.-  Que, no habiendo sido sometido a proceso el recurrente en ninguna instancia anterior al presente juicio criminal, y por ende ni condenado ni absuelto por estos mismos hechos con anterioridad, ya que no fue parte en aquel proceso llevado ante el Segundo Juzgado Militar de Santiago, no obstante la diligencia y empeño en investigar puesto la Justicia Militar en aquella época, es que no se puede considerar que haya sido juzgado por los mismos hechos, por lo que no queda incluido el recurrente en los requisitos de la cosa juzgada.

6.- Que, como bien lo indica el sentenciador en el considerando décimo noveno, sólo en los presentes autos se ha logrado una versión real del acontecimiento de los hechos, por lo que mal se puede invocar un anterior sobreseimiento del Juzgado Militar, sede en que, lamentablemente, no se obtuvo tal esclarecimiento; por lo que no es dable aceptar la casual de casación invocada ni acoger el recurso interpuesto tal como se dispondrá en la parte resolutiva del presente fallo.

III.- EN CUANTO AL RECURSO DE APELACION INTERPUESTO POR EL CONDENADO FERNANDO RAFAEL ROJAS TAPIA DE FOJAS 1482. 

7.-  Que lo expuesto por el sentenciador en los considerandos décimo cuarto y décimo quinto, es suficientemente claro y contundente, en cuanto a tener por acreditado que el recurrente, en su calidad de agente de la CNI Santiago, viajaba en uno de los vehículos que participaron en la simulación de enfrentamiento entre agentes de la CNI y elementos subversivos, hechos que constituyen presunciones graves, precisas y concordantes que permiten tener por acreditada la participación de Fernando Rafael Mauricio Rojas Tapia en  calidad de autor del delito de Homicidio Calificado de Juan Ramón Soto Cerda,  Luis Nelson Fernando Araneda Loaiza, Luis Pantaleón Pincheira Llanos y Jaime Cuevas Cuevas.

8.- Que habiéndose acreditado en el juicio el hecho punible y la participación del condenado Fernando Rafael Mauricio Rojas Tapia en calidad de autor, resulta lógico que se haya desechado la explicación exculpatoria de este condenado, por lo que no es atendible lo sostenido por el recurrente en cuanto a que no se haya considerado su declaración, sino que en verdad lo que se presenta en el fallo es que se desestimó su relación de los hechos, por no ajustarse a la realidad de lo sucedido según se determinara en el proceso, realidad que difiere de la versión del condenado.

9.- Que se ajusta a derecho el rechazo que hace el fallo recurrido de las alegaciones de prescripción y de la circunstancia del artículo 103 del Código Penal, formuladas por el condenado Rojas Tapia, toda vez que tratándose de delitos de lesa humanidad, de acuerdo a Convenios Internacionales de Derechos Humanos suscritos por  el Estado de Chile, estos crímenes son imprescriptibles, lo que es de conocimiento común, y que se justifica tanto en cuanto a la investigación como a la condena de este tipo de hechos, lo que constituye la única reparación histórica que una sociedad puede hacer de crímenes de lesa humanidad perpetrados por agentes estatales.

10.- Que no procedía acoger las atenuantes del artículo 11 Nº 9 del Código Penal y 211 del de Justicia Militar, alegadas por el condenado, toda vez que no consta en el proceso que haya colaborado sustancialmente al esclarecimiento de los hechos, que es lo que exige el Nº 9 del artículo 11 del Código Penal, ni que haya recibido órdenes de un superior jerárquico para dar muerte a los cuatro detenidos, como bien lo indica el considerando vigésimo noveno del fallo en alzada, presupuesto que exige el artículo 211 del Código de Justicia Militar, por lo que el presente recurso será desestimado tal como se dispondrá en la parte resolutiva.

IV.- EN CUANTO AL RECURSO DE APELACION DEL QUERELLANTE Y DEMANDANTE CIVIL DON RENATO ARANEDA LOAIZA DE FOJAS 1503 

11.- Que las alegaciones del recurrente, en cuanto objeta el fallo, particularmente en su considerando undécimo, donde señala el sentenciador que analizados globalmente los antecedentes del juicio, no le permiten adquirir la convicción requerida por el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal respecto de la participación directa y causal del encartado Luis Hernán Correa Soto, no serán admitidas, toda vez que dicha norma indica que “Nadie puede ser condenado por delito sino cuando el tribunal que lo juzgue haya adquirido, por los medios de prueba legal, la convicción de que realmente se ha cometido un hecho punible y que en él ha correspondido al procesado una participación culpable y penada por la ley”, por lo que interpretando la norma a contrario sensu, es dable entender que nadie puede ser condenado si el tribunal no logra adquirir la convicción pertinente, que es precisamente lo que ha ocurrido en la especie, donde el sentenciador no alcanzó el grado de convencimiento que exige el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal. 

12.- Que, según lo dispone el artículo 1 del Código Orgánico de Tribunales,  “La facultad de conocer las causas civiles y criminales, y de juzgarlas y de hacer ejecutar lo juzgado, pertenece exclusivamente a los tribunales que establece la ley”, de donde resulta que es el juez de la causa, en esta oportunidad un Ministro de Fuero, quien por mandato legal, en el conocimiento del asunto entregado a su competencia, debe ponderar las pruebas rendidas y en base a ello lograr o no lograr la convicción que exige el artículo 456 bis del Código de Procedimiento Penal, por lo que no es aceptable el reproche de la recurrente en cuanto a  la convicción a que haya llegado el sentenciador en cualquiera de los sentidos que la ley se lo permite.   

13.- Que en relación a la solicitud de la querellante  de elevar la pena impuesta a los condenados Rojas Tapia y Sandoval Arancibia, atendido el mérito del proceso y la gravedad de los hechos en que tuvieron participación en calidad de autores, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 68 del Código Penal y 528 del Código de Procedimiento Penal, norma ésta que permite expresamente la reformatio in peuis, esta Corte está por acoger dicha solicitud en relación a los condenados Rojas Tapia y Sandoval Arancibia, fundado en la gravedad del delito cometido, esto es homicidio calificado, y a la pena mínima que por ley se le asigna a tal delito, determinándose su quantum en lo resolutivo de la presente sentencia.

14.- Que por las consideraciones antes expuestas el presente recurso de apelación será rechazado, con declaración, tal como se determinará en lo resolutivo del fallo. 
V.- EN CUANTO AL RECURSO DE APELACION DEL FISCO DE CHILE DE FOJAS 1530

15.- Que respecto a la alegación de incompetencia absoluta opuesta por el Fisco de Chile, ésta no podrá prosperar, toda vez que el artículo 10 del Código de Procedimiento Penal, en su inciso 2º dispone que en el proceso penal podrán deducirse también las acciones civiles que tengan por objeto reparar los efectos civiles del hecho punible; no exigiendo de ninguna forma, como lo sostiene la recurrente, que el perjuicio patrimonial a indemnizar sea única y exclusivamente el producido por la conducta personal del autor del ilícito, toda vez que es un principio general de derecho, el que todo daño deba ser indemnizado, y al respecto nuestro Código Civil de 1855 acogió tal principio, ya en aquella época, señalando en sus artículos 2320 y 2322 que “Toda persona es responsable no sólo de sus propias acciones, sino del hecho de aquellos que estuvieren a su cuidado”, para agregar en el segundo de los artículos citados, la responsabilidad por el hecho ajeno, específicamente de los dependientes en el ejercicio de sus respectivas funciones.

16.- Que la excepción de prescripción opuesta por el Fisco de Chile, como también alegada por los condenados, ha de ser rechazada, por las razones ya expuestas, esto es que  tratándose de delitos de lesa humanidad, de acuerdo a  Convenios Internacionales de Derechos Humanos suscritos por el Estado de Chile, estos crímenes son imprescriptibles, normas cuyo desconocimiento no puede alegar el Fisco de Chile, quien en consecuencia está obligado a reparar patrimonialmente tales crímenes.

17.- Que las alegaciones del Fisco de Chile sobre la improcedencia de las indemnizaciones no podrán ser acogidas, ya que se acreditó en autos el hecho punible, un asesinato premeditado, planeado y ejecutado por agentes del Estado, del cual se deriva el natural perjuicio, un daño moral para los familiares de los asesinados, que no requiere prueba por constituir un hecho público y notorio el que estas personas, durante meses debieron buscar a sus parientes en centros hospitalarios, morgues y cárceles, sin tener noticia alguna de ellos, para finalmente ser agraviados una vez más, con la falsedad de que habían fallecido en un enfrentamiento, en circunstancias que estuvieron ilegalmente privados de libertad y sometidos a torturas durante su cautiverio previo a su asesinato; y todo ello, ejecutado por agentes del Estado de Chile.

18.- Que las indemnizaciones a que condenó el sentenciador, solidariamente, a los autores del crimen y al Fisco de Chile, se ajustan a la ley y al mérito del proceso, además de estar conteste con la realidad histórica, donde ha sido una práctica normal en diversos países que, durante el restablecimiento de regímenes democráticos, estos deban indemnizar a las víctimas de violaciones a los derechos humanos cometidas por agentes del Estado en regímenes anteriores. 

19.- Que en cuanto a la alegación por parte del Fisco de Chile de la improcedencia de la indemnización por haber sido ya indemnizadas las demandantes en conformidad a la ley 19.123, resulta del todo contradictorio que el Fisco de Chile alegue por un lado la falta de prueba del daño moral, y por ende rechaza la indemnización decretada por el juez a quo, y seguidamente sostenga que ese daño moral, no probado según su parecer, ya ha sido resarcido por el Estado de acuerdo a la ley 19.123, sin embargo, lo cierto es que ésta alegación deberá ser rechazada, puesto que la dimensión reparadora de la sentencia que se impugna no puede ser comparada o igualada con los beneficios sociales que otorga a los familiares de víctimas de las violaciones de derechos humanos la ley 19.123, ya que la indemnización por daño moral que le concede la sentencia que se impugna a los familiares de las víctimas de este crimen perpetrado por agentes del Estado, tiene un fin reparador directo, vinculado necesariamente al sufrimiento padecido por las familias de los asesinados, las cuales deambularon por cárceles, morgues y hospitales sin tener noticia de sus familiares, toda vez que sus seres queridos habían sido detenidos ilegalmente y por un largo período sometidos a tortura, posteriormente asesinados en un simulacro de fusilamiento y finalmente sus cuerpos quemados al interior de un vehículo. En consecuencia esta alegación del Fisco de Chile tampoco puede prosperar, tal como se resolverá en la parte resolutiva de este fallo. 

VI.- EN CUANTO A LA CONSULTA DEL FALLO DE FOJAS 1421 Y SIGUIENTES.

Con motivo de los recursos de casación en la forma y de apelación ya resueltos, encontrándose ajustado a derecho el fallo que se revisa y atento a lo informado por el Fiscal Judicial  doña Clara Carrasco Andonie a fojas 1.558 y siguientes se procederá a su aprobación según se dispondrá en lo resolutivo. 

Y vistos además lo dispuesto en los artículos  10, 11, 12, 74, 103, 211, 391, del Código Penal, artículos 456 bis, 500, 509, 541 del Código de Procedimiento Penal, artículos 211 y 214 del Código de Justicia Militar, se declara que:

I.- SE RECHAZA el recurso de casación en la forma interpuesto a fojas 1490 por el abogado Enrique Ibarra Chamorro en representación de Enrique Erasmo Sandoval Arancibia, por lo que la sentencia que se impugna es plenamente válida.

II.- SE RECHAZA el recurso de casación en la forma interpuesto a fojas 1494 por el abogado Enrique Ibarra Chamorro en representación de Alejandro Francisco Astudillo Adonis, por lo que la sentencia que se impugna es plenamente válida. 

III.- SE RECHAZA el recurso de apelación interpuesto a fojas 1503 y siguientes de autos por el querellante y demandante civil Renato Araneda Loaiza y el recurso de apelación interpuesto por el Fisco de Chile a fojas 1530 y siguientes, por lo que  SE CONFIRMA la sentencia apelada de fecha 29 de enero de 2010 escrita a fojas 1421 y siguientes con DECLARACION que se condena a Enrique Erasmo Sandoval Arancibia y a Rafael Mauricio Rojas Tapia como autores del delito de  homicidio calificado en contra de Juan Ramón Soto Cerda,  Luis Nelson Fernando Araneda Loaiza, Luis Pantaleón Pincheira Llanos y Jaime Cuevas Cuevas a la pena de DIEZ AÑOS Y UN DIA  de presidio mayor en su grado medio, a las accesorias de inhabilitación absoluta perpetua para cargos y oficios públicos y derechos políticos y la inhabilitación absoluta para profesiones titulares mientras dure la condena, con costas.


IV.- SE APRUEBA, en lo demás, la referida sentencia.

Regístrese y devuélvase, con sus tomos.

Redacción del Abogado Integrante Enrique Pérez Levetzow., quien no firma por haber cesado en su cargo.

N° Criminal 2702-2010.

Pronunciada por la Sexta Sala de esta Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago, conformada por el ministro señor Manuel Antonio Valderrama Rebolledo, por la ministra (s) señora Gloria María Solís Romero y el abogado integrante señor Enrique Pérez Levetzow.
